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			Presentación 
El giro a la izquierda en América Latina

			Jorge Lanzaro

			En América Latina, al despuntar el siglo XXI, después del ciclo de reformas liberales de los años 1990 y en cierto modo como una de sus consecuencias, se produjo un acontecimiento extraordinario: el «giro hacia la izquierda», la mentada «marea rosa» (pink tyde), que lleva a la instalación de gobiernos de izquierda o centro izquierda en un buen número de países de la región.

			Presidentes de izquierda en América Latina a principios del Siglo XXI

			
				
					
					
				
				
					
							
							Argentina

						
							
							Néstor Kirchner (2003-2007), Cristina Fernández de Kirchner (2007-2015), Alberto Fernández (2019-2023)

						
					

					
							
							Brasil

						
							
							Luiz Inácio Lula da Silva (2002-2010), Dilma Rousseff (2011-2016)

						
					

					
							
							Bolivia

						
							
							Evo Morales (2006-2019), Luis Arce (2019-2024)

						
					

					
							
							Costa Rica

						
							
							Carlos Alvarado (2018-2022)

						
					

					
							
							Chile

						
							
							Ricardo Lagos (2002-2006), Michelle Bachelet (2006-2010, 2014-2018)

						
					

					
							
							Ecuador

						
							
							Rafael Correa (2007-2017)

						
					

					
							
							El Salvador 

						
							
							Mauricio Funes (2009-2014), Salvador Sánchez (2014-2019).

						
					

					
							
							México

						
							
							Andrés Manuel López Obrador (2018-2024)

						
					

					
							
							Nicaragua

						
							
							Daniel Ortega (2007-2022)

						
					

					
							
							Paraguay

						
							
							Fernando Lugo (2008-2012)

						
					

					
							
							Uruguay

						
							
							Tabaré Vázquez (2005-2010, 2015-2020), José Mujica (2010-2015)

						
					

					
							
							Venezuela

						
							
							Hugo Chávez (1999-2013), Nicolás Maduro (2013-2021)

						
					

				
			

			Parafraseando a Samuel Huntington, podría decirse que sobrevino una «tercera ola» de las izquierdas en América Latina: si contamos a partir de las emergencias de los años 1960 y 1970 — en el ciclo que va desde la Revolución Cubana hasta la tragedia de la Unidad Popular en Chile — con una segunda tanda, que al correr de la década de 1980 se desplaza hacia Centro América, por obra de diversos movimientos políticos y militares, destacando en su hora la Revolución Sandinista en Nicaragua (1979-1990). La etapa que se abre a comienzos del siglo XXI dio lugar a sucesos diferentes de los que pudo haber en aquellos dos tramos o en el pasado anterior, presentando un panorama que despierta una atención destacada en el debate público y en la reflexión académica.

			Los primeros abordajes sobre este acontecimiento apuntaron a analizar las condiciones de surgimiento de estos gobiernos, las cuales inciden a su vez en el tipo de gobierno que se instala en cada caso. Esto llevó a retomar las consideraciones sobre el período de auge del neoliberalismo, atendiendo sobre todo a sus consecuencias en el plano económico, en las estructuras sociales y en el sistema político. En ese cuadro, hubo indagaciones sobre las peripecias del sindicalismo y de los movimientos sociales, resaltando en particular los estudios sobre la evolución de los partidos y los sistemas de partidos.

			Por opción teórica y en vista del relevamiento empírico de los diversos escenarios latinoamericanos, en los trabajos de punta sobre el giro a la izquierda y en nuestra propia investigación al respecto, la condición del sistema de partidos es un factor determinante: tanto de las modalidades de ascenso de las fuerzas que impulsaron ese giro a la izquierda, como de las características de los gobiernos que se establecen consecutivamente y que protagonizan la fase post-liberal. Hay en este orden una distinción política básica. Por un lado tenemos a las izquierdas institucionales, que se abrieron camino en una ruta competitiva: con partidos organizados y de cierta trayectoria, en sistemas de partidos plurales, relativamente institucionalizados, en estructuras de competencia más firmes y exigentes. Por otro lado, tenemos a las izquierdas de sesgo populista, que prosperaron en sistemas de partidos de debilidad endémica, en procesos de desinstitucionalización o en colapso.

			Este mapeo de las rutas de ascenso dio paso al esfuerzo de caracterización de los gobiernos establecidos, inaugurando el siguiente capítulo en la saga de los estudios sobre el giro a la izquierda. La forma de llegar al gobierno tiende a influir en la forma en que se ejerce el gobierno, por lo general y al menos en un principio, con una reproducción de las pautas de origen. Por ende, la distinción del presidencialismo con partidos y sin partidos, que remite a una larga cadena de experiencias de gobierno en la región latinoamericana y que se manifestó en el ciclo neo-liberal de los años 1990, vuelve al tapete y se pone en obra durante la «era progresista» del siglo XXI. Superando las referencias de corte valorativo a las «dos izquierdas» (Petkoff 2005, Castañeda 2006), surgieron entonces algunas tipologías más elaboradas, que toman al sistema de partidos como variable fundamental, considerando en su caso a los movimientos sociales intervinientes, para avanzar en la cartografía de los gobiernos, su calidad democrática y eventualmente el tenor, más moderado o más radical, de sus discursos y de sus agendas reformistas. (1)

			Luego llegaron las evaluaciones sobre la performance de estos gobiernos, mediante estudios de casos nacionales y análisis comparados de dos o más países, con enfoques sobre las reformas económicas, las políticas sociales, las relaciones laborales, el desarrollo de los derechos democráticos, las fronteras de la ciudadanía y la inclusión social. (2)

			Hacia el término de la segunda década del 2000, cuando se manifiesta una inflexión en el ciclo de fortuna de las izquierdas latinoamericanas, hay publicaciones que vuelven sobre dichas temáticas. Un libro editado por Manuel Balán y Françoise Montambeault (2019), plantea interrogantes acerca de los «legados» que deja este período, con investigaciones sobre distintos aspectos de la ampliación de la democracia y de la inclusión ciudadana. A su vez, inspirándose en la obra seminal de David Collier y Ruth Berins Collier de 1991, la colección de trabajos coordinada por Eduardo Silva y Federico Rossi (2018) parte de la base de que — durante la era progresista del siglo XXI — se produce una «segunda incorporación» popular, mediante una remodelación de la arena política, que viene a replicar, a través de nuevas formas y con nuevos actores, los procesos que se registraron en América Latina en la primera mitad del siglo XX. Con una preocupación similar, varios discípulos de los Collier, convocados por Diana Kapiszewski, Steve Levitsky y Deborah Yashar (2021), realizan a su vez una serie de estudios sobre el «new inclusionary turn», tomando en cuenta el conjunto de «reformas incluyentes», las políticas redistributivas, el reconocimiento de las identidades culturales, la protección de las minorías y la «explosión de la participación», que se detectan en la región desde el umbral de los años 2000.

			Nuestro libro sobre El Giro a la Izquierda en América Latina se suma a estos esfuerzos con un perfil propio y quiere ser una contribución a los balances sobre este período tan relevante de la historia contemporánea de nuestra región.

			Siete por Seis

			Como lo indica el sub título del libro, nuestro aporte consiste en una serie de trabajos sobre las Políticas Públicas en Argentina, Bolivia, Brasil, Chile, Ecuador y Uruguay a principios del Siglo XXI, precedida por un set de estudios sobre la configuración política de los gobiernos del giro a la izquierda. Siete por seis: son siete secciones sobre temáticas relevantes que cubren seis países de América del Sur, expuestos en un total de catorce capítulos, con abordajes de geometría variable, según el universo de casos considerados en cada trabajo. Es una cartera rica y diversificada de investigaciones y ensayos, que acercan elementos valiosos para el análisis empírico y la discusión teórica, interviniendo en los debates en curso sobre los avatares de este ciclo de la historia de América Latina.

			A diferencia de lo que ocurre con buena parte de la bibliografía en la materia que hemos citado, este libro está escrito por autores que en su gran mayoría son investigadores de los seis países considerados. Hay entre ellos un buen número de uruguayos, pero hay asimismo argentinos, bolivianos, brasileños, chilenos y ecuatorianos, sumándose asimismo algunos colegas de los Estados Unidos. Mujeres y hombres de distintas generaciones y de distinta formación, todos ellos especialistas muy calificados en los temas que tratan, con un predominio neto de las disciplinas de la Ciencia Política, de la Economía Política y en cierta medida de las Sociologías.

			I — Configuración Política de los Gobiernos de Izquierda

			La primera sección obra en cierto modo como portal para la sección sobre políticas públicas, ya que resalta algunos de los aspectos más significativos de la Configuración Política de los Gobiernos del Giro a la Izquierda en América Latina y ayuda a explicar la performance que estos han tenido en las arenas políticas.

			Esta sección consta de tres capítulos. El primero de ellos «Gobiernos y partidos en el giro a la Izquierda» (1), describe la «tercera ola» de las izquierdas que marca la entrada de América Latina en el siglo XXI y procura clasificar los distintos tipos de gobiernos que componen este ciclo histórico, en base a las características del sistema de partidos en cada país y a la cartera de recursos de poder disponibles, en el entendido de que estas variables constituyen indicadores privilegiados de la naturaleza de los regímenes políticos. En el segundo capítulo, «Sistemas de Partidos y Oposición Política en el Giro a la Izquierda» (2), Diego Luján y Daniela Vairo analizan los cambios en los sistemas de partidos y la incidencia de la oposición política en los seis países considerados en este libro, entre 1995 y 2015.

			En el tercer capítulo, «Coaliciones populares: sindicatos y movimientos sociales en los gobiernos de izquierda de América Latina» (3), Sebastián Etchemendy aborda una dimensión relevante y poco explorada, al elaborar un mapa de las coaliciones populares de los gobiernos de izquierda de Argentina, Bolivia, Brasil, Chile, Ecuador y Uruguay, incluyendo también el caso de Venezuela. Su análisis toma en cuenta la movilización electoral y la organización de intereses, distinguiendo en ese universo cuatro tipos de coaliciones populares: según se construyan con los sindicatos de trabajadores formales o con las asociaciones territoriales basadas en el sector informal o bien con ambos agrupamientos sociales.

			II — Economía Política

			La segunda sección está dedicada a la Economía Política y se compone de cuatro capítulos. En el primero de ellos (4), Fernanda Cimini y Alexandre Guimarães trazan el cuadro general de « Los límites de las reformas económicas de los gobiernos de centroizquierda », analizando « los gobiernos de Argentina, Brasil, Chile y Uruguay». Su análisis confirma que, en una coyuntura internacional favorable, los gobiernos de izquierda y centro izquierda de estos países lograron avances económicos y sociales importantes. Sin embargo — más allá de la «relativa heterodoxia argentina» — dichos gobiernos adoptaron una «postura [muy] moderada» en la promoción de medidas orientadas a transformar efectivamente el modelo económico, debido a que asumieron las restricciones domésticas e internacionales imperantes.

			El capítulo de Luis Bértola (5) analiza «Las políticas industriales y tecnológicas de los gobiernos progresistas» en Argentina, Brasil, Chile y Uruguay, busca identificar esas políticas, cuantificarlas y evaluar su impacto sobre el crecimiento económico, los cambios en las matrices productivas, el desempeño de la productividad y la innovación. En sus conclusiones, más allá de diferencias país a país, el texto subraya una paradoja. Históricamente, las izquierdas postulaban cambios en las estructuras productivas, que debían conducir a una transformación de las relaciones sociales. Sin embargo, el ciclo de gobiernos progresistas coincidió con un período de auge de la demanda y de los precios de las commodities que fortaleció el poder de los sectores tradicionales y melló los propósitos de cambio estructural, condicionando el sustento de los programas sociales y la lucha contra la desigualdad. Hubo avances importantes en las políticas industriales y tecnológicas, pero fueron tímidos y siguieron dependiendo de los incentivos de la demanda, con escasos recursos y poca gravitación de las políticas sectoriales y de tipo sistémico.

			Sobre una temática cercana, aunque con un enfoque propio, el capítulo de Tomás Bril Mascarenhas (6), «Modelos de intervención del Estado en el financiamiento de la inversión vía política industrial», contrasta las pautas de intervención estatal en el financiamiento de la inversión, a través de las políticas industriales de los gobiernos de centro-izquierda, identificando en base a ello tres modelos distintos: neo-estatismo en Argentina, neo-desarrollismo en Brasil y neo-liberalismo en Chile.

			Juan Bogliaccini y Aldo Madariaga (7) se internan en un terreno poco explorado en América Latina y proponen un estudio comparado de la «Educación técnica y formación profesional» (Vocational Education and Training: VET), en cinco países del giro a la izquierda: Argentina, Bolivia, Brasil, Chile y Uruguay. Abordan esta problemática con un enfoque de economía política, analizando en cada caso la combinatoria de las estructuras productivas, los legados de políticas sociales y las capacidades estatales. Concluyen que dichos países muestran cierta inclinación a implementar la formación para el trabajo y la educación técnica, sobre todo a nivel terciario, aunque no es claro que tengan en esta materia un desarrollo mayor que el de los países en los que no ha habido gobiernos de izquierda.

			III — Políticas Laborales

			La tercera sección del libro, dedicada a las Políticas Laborales, comienza con un capítulo panorámico sobre «Sindicatos y políticas laborales en los gobiernos de izquierda de Argentina, Brasil, Chile y Uruguay» (8), en el que María Lorena Cook y Joseph C. Bazler traen los sindicatos de vuelta al ruedo («Bringing Unions Back In»), (3) para analizar las políticas laborales en esos cuatro países, en una perspectiva teórica que enriquece el conocimiento de los gobiernos de izquierda en la región y desafía las tipologías existentes. Esta perspectiva permite calibrar mejor las diferencias y continuidades entre los gobiernos de izquierda y los gobiernos neoliberales. Sirve asimismo para explorar las diferencias y similitudes dentro del propio campo de las izquierdas, mostrando que los cuatro casos nacionales considerados presentan una gama diversa de políticas laborales. Chile se ubica en un extremo del espectro: las políticas de la Concertación para la Democracia en favor de los trabajadores se centraron en protecciones individuales, no en los derechos colectivos. En particular, los gobiernos de izquierda de Lagos y Bachelet impulsaron ciertas innovaciones, pero mantuvieron en buena medida la continuidad con el modelo neoliberal. Del lado opuesto del espectro, los gobiernos de Argentina y Uruguay fortalecieron las instituciones para la representación colectiva de los trabajadores y los sindicatos de estos países experimentaron un resurgimiento notable durante el giro a la izquierda. Brasil se ubica entre estos dos polos, en una posición «ambivalente». El PT tiene sus orígenes en el movimiento obrero y durante su gobierno se aprueban iniciativas importantes, registrándose una expansión del empleo formal y una densidad sindical, en un proceso más parecido al de Argentina y Uruguay que al de Chile. Pero en Brasil no se concretaron reformas laborales mayores y las posturas críticas sostienen que los sindicatos brasileños perdieron fuerza frente al gobierno. El mapa de las políticas laborales no se corresponde con las tipologías corrientes, puesto que revela diferencias marcadas entre los gobiernos de izquierda de Brasil, Chile y Uruguay, catalogados todos ellos en la casilla de las experiencias «moderadas», de corte social democrático. En contraposición, hay semejanzas notables entre los gobiernos de Argentina y Uruguay, que suelen ubicarse en distintas categorías políticas. A más de la relación de fuerzas entre los sindicatos, los empleadores y los partidos políticos aliados u opositores, la explicación de estas variaciones podría tomar en cuenta las diferencias en las leyes laborales, en la estructura sindical y en los mercados laborales. Y en todo caso, a futuro, para lograr una comprensión más cabal de los regímenes de izquierda en la región y elaborar eventualmente otras tipologías, las investigaciones necesitarán reincorporar a los sindicatos, bringing unions back in.

			El propósito comparativo anima también el capítulo (9) de Carmen Midaglia, Fabricio Carneiro, Florencia Antía y Guillermo Fuentes, «Historia de dos izquierdas: reformas laborales en los gobiernos del Partido de los Trabajadores (PT) y del Frente Amplio (FA) en los 2000». El trabajo resalta las diferencias en las políticas laborales de Brasil y Uruguay — con gobiernos de la misma familia de las izquierdas — y combina bien con el capítulo de Cook y Bazler, el cual muestra las semejanzas entre las políticas laborales de gobiernos de distinta estirpe, como se consideran usualmente los casos de Argentina y Uruguay. El PT y el FA son partidos políticos de trayectorias similares, que mantienen estrechos vínculos con los sindicatos y gobernaron en contextos de crecimiento económico. Ambos partidos plantearon proyectos sistémicos de reformas laborales y sindicales, en una agenda que prosperó ampliamente en Uruguay, pero no logró la misma efectividad en Brasil. En base a las teorías sobre los recursos de poder y la estructuración de los sistemas de partidos, la disparidad de resultados se explica en este estudio por la fragmentación y la dispersión ideológica en el arco de partidos en Brasil — que se hace sentir en la baja representación parlamentaria del PT y en las coaliciones heterogéneas con las que gobernó — en un cuadro político en el que pesa también la fragmentación que afecta a las centrales sindicales. En Uruguay en cambio, se mantuvo la central única, en hermandad histórica con la izquierda partidaria y la relativa debilidad sindical se vio compensada por la fuerza del partido gobernante: un conjunto disciplinado y con cierta convergencia ideológica, que tuvo mayoría absoluta en el Parlamento y llevó a cabo políticas laborales favorables a los trabajadores y los sindicatos, sin que los partidos de oposición ni las cámaras empresariales lograran bloquear sus iniciativas o introducir modificaciones de importancia.

			IV — Políticas Sociales

			En la Sección IV, el capítulo de Gustavo De Armas (10) «La reforma social en América del Sur bajo gobiernos progresistas. Avances, límites y retos pendientes» explora las transformaciones en las políticas sociales y el desarrollo de los regímenes de bienestar en Argentina, Brasil, Chile, Ecuador, Bolivia y Uruguay, entre el año 2000 y el 2017. El trabajo analiza las políticas sociales y los cambios institucionales en sectores estratégicos — asistencia y seguridad social, educación y salud — que junto con las políticas laborales constituyen los pilares básicos de los regímenes de bienestar. A partir de ese recorrido — que ofrece un panorama amplio y pormenorizado — el capítulo plantea algunas conclusiones de conjunto, apuntando los avances y las limitaciones registradas, así como los desafíos pendientes.

			En los seis países que cubre el estudio se advierte un «esfuerzo de bienestar», que se traduce en un aumento sostenido del gasto público social, acompañado de una redefinición de los modelos de política social, con variaciones en el tipo de programas implementados y cambios en la institucionalidad del área social. A más de una ampliación de las coberturas y de un incremento de las prestaciones en el arco de políticas sociales, se instala una nueva generación de programas y de instituciones destinadas a reducir la pobreza. La incorporación o la expansión de las transferencias monetarias no contributivas y condicionadas, va acompañada del montaje de una serie de programas de distinto porte en las áreas de la asistencia y la seguridad social, en los ciclos de la educación y en los sistemas de salud.

			El fortalecimiento del estado — en distinta medida, según los países y según los sectores — tiene en este campo una manifestación peculiar. Más allá de las diferencias nacionales, se advierte cierto afianzamiento de la rectoría del estado como «autoridad social» y un desarrollo de las funciones estatales en el financiamiento, la regulación, el control e incluso la prestación directa de servicios sociales.

			Sin postular una relación lineal de causalidad, el estudio confirma que las políticas sociales implementadas durante el giro a la izquierda contribuyeron a reducir los niveles de pobreza y la desigualdad en la distribución del ingreso en los seis países considerados, verificándose con una disminución del Coeficiente de Gini, que es en general significativa, aunque registre caso a caso magnitudes diversas. Por cierto, intervienen aquí otros factores concurrentes: esta tendencia se abre camino al influjo de un ciclo de crecimiento económico vigoroso y cuando media una convergencia de los programas sociales con las políticas laborales, a lo que se suma en algunos casos la reforma de los sistemas tributarios.

			Dentro de este cuadro de avance regional, Gustavo De Armas resalta una diferencia a tener en cuenta. En los países que contaban históricamente con regímenes de bienestar más o menos robustos, construidos a lo largo del siglo XX — como es el caso de Argentina, Chile, Uruguay y según algunas tipologías, también de Brasil — la gestión de los gobiernos de izquierda se resuelve en innovaciones y desarrollos tendientes a ampliar y a fortalecer los sistemas de protección social. En Bolivia y Ecuador, que han tenido regímenes de bienestar más débiles (bajos niveles de gasto público social, coberturas y prestaciones limitadas, desigualdad en el acceso a los servicios), los gobiernos de izquierda impulsaron políticas de protección social que redujeron la brecha que los separa de los sistemas más desarrollados de la región.

			Queda por establecer si las políticas implementadas llevan a una remodelación en profundidad de los regímenes de bienestar, especialmente en lo que toca a las pautas de universalidad de los servicios, la cohesión social y la consolidación de los derechos de ciudadanía. La construcción de sistemas de protección social de mayor envergadura requiere ir más allá de las políticas focalizadas, buscando asentar regímenes que eviten los riesgos de la segmentación y procuren afirmar la integración social, a través de servicios universales de calidad, organizados como bienes públicos generales: tanto para la población en situación de pobreza como para otros sectores y en particular para las capas medias, mediante coaliciones políticas y alianzas de clase amplias, en ancas de una economía política del bienestar, progresiva y sustentable.

			V — Políticas Educativas

			Encabezando la sección V, el capítulo de Nicolás Bentancur y Ester Mancebo (11), «La educación en la era progresista: regulación y expansión» presenta las principales novedades y también las permanencias en el campo de las políticas educativas que se registran durante el giro a la izquierda en Argentina, Brasil, Chile y Uruguay.

			El estudio se centra en las revisiones que realizaron los gobiernos de estos países con respecto al status quo anterior y en particular a las reformas de los años 1990. Aunque la literatura en la materia suele ver en aquella generación de reformas un movimiento uniforme — en ancas del predominio que tuvo por entonces el pensamiento neo-liberal — el repaso que realizan Mancebo y Bentancur muestra que hubo efectivamente algunos atributos comunes, (4) pero también registra país a país diferencias significativas e incluso algunas divergencias marcadas. En consecuencia, en cada uno de los cuatro casos nacionales considerados, los puntos de partida son disímiles y a su vez, esa diversidad se hace presente en el ciclo de transformaciones de los años 2000.

			Para analizar el rumbo de las políticas educativas en la nueva era progresista Bentancur y Mancebo toman en cuenta dos dimensiones estratégicas: en primer lugar, las transformaciones legales del gobierno y la estructura de los sistemas educativos; en segundo lugar, las políticas de escolarización y de inclusión educativa, en el tramo de la educación obligatoria (no terciaria).

			Respecto a la primera dimensión, el texto considera cinco aspectos relevantes del diseño institucional de los sistemas educativos: los principios programáticos, su organización territorial, el compromiso financiero del Estado con los prestadores privados, el estatuto de los centros educativos y los mecanismos de participación social en los procesos decisorios. El trabajo recorre la experiencia de cada caso nacional y presenta luego un análisis comparativo de los cambios normativos registrados. En los cuatro países se verifica una tendencia a ampliar las competencias del estado central en la educación, como alternativa frente a las dinámicas preexistentes de mercantilización y de traspaso de responsabilidades a las unidades sub-nacionales. En esta etapa, el derecho a la educación — postulado como un derecho humano fundamental — se convierte en un nuevo «concepto estelar» (Braslavsky 1999) y viene a ser reconocido ampliamente como uno de los principios rectores de las políticas educativas. Sin perjuicio de la impronta estatista de estos gobiernos, en todos los casos se advierte la ampliación o al menos el mantenimiento de la financiación de la enseñanza privada con fondos públicos, más que nada a través de la renuncia fiscal: i) en base a la «alianza público privada» que prevalece históricamente en Argentina, ii) a una «privatización incremental» en Brasil o iii) a una «privatización latente» en Uruguay. Según Bentancur y Mancebo, se trata empero de una privatización residual, que en ninguno de estos tres países modifica los patrones históricos dominantes, ni lleva a soluciones mercantilistas radicales. En el caso de Chile sigue vigente el modelo privatista impuesto desde los 1980 por la dictadura de Pinochet, no obstante — aun sin abandonar ese modelo — el «giro a la izquierda» comienza a redefinir y a regular el sistema educativo en forma más estricta. En otra diferencia con el perfil que Chile tiene desde aquella época, en los demás países no hubo un trasiego de competencias relevantes hacia las unidades educativas. Tampoco en este plano hubo un cambio sistémico. Lo que sí cabe verificar es la apertura de espacios de participación social en el proceso educativo, a distintos niveles de la pirámide institucional y con competencias variadas: consultivas, de contralor y de iniciativa.

			La segunda sección del trabajo está dedicada a la inclusión educativa, que también se ha vuelto un «concepto estelar». El estudio confirma que los gobiernos progresistas ampliaron la educación obligatoria y favorecieron la inclusión educativa, no solo para personas con necesidades especiales, como en períodos anteriores, sino con un alcance mayor, en referencia a alumnos en riesgo de exclusión educativa: por dificultades de acceso y de aprendizaje, rezago en las trayectorias escolares, desafiliación, etc.

			Los cuatro países promovieron la expansión de la escolaridad básica, en términos de obligatoriedad y de cobertura efectiva, mediante políticas dirigidas sobre todo a la educación secundaria — que es un nivel problemático — en el que se registraron innovaciones, sin alterar el formato tradicional ni resolver los problemas estructurales del modelo de organización y del régimen académico.

			En sus conclusiones, el trabajo confirma que, con mayor o menor amplitud, en los cuatro países los gobiernos progresistas han ensayado cambios institucionales de proyecciones importantes, en varios casos mediante disposiciones legales cuya efectividad ha de ser puesta a prueba. Sin embargo, estos cambios constituyen más bien «readaptaciones o re-direccionamientos» y no implican una redefinición de los patrones históricos de la regulación de los respectivos sistemas educativos, ni suponen operativos reformistas equiparables a los implementados en los años 1990. No hay pues un modelo educativo alternativo. En una impronta path dependence, los legados de políticas — las herencias del pasado — han limitado el grado de novedad de la era progresista. Las novedades son mayores en otras dimensiones: en las cláusulas programáticas, en el enfoque de la educación como derecho — que adquiere un énfasis marcado en la era progresista — y en la apertura parcial de los procesos decisorios, promoviendo la participación de actores sociales en las políticas educativas.

			De cualquier manera y más allá de los avances, en los cuatro países hay todavía un largo camino por recorrer para concretar una educación pública de calidad y al alcance de todos. En particular, la exclusión educativa sigue teniendo manifestaciones importantes y diversas, fundamentalmente en los déficits de aprendizaje y en las limitaciones de la enseñanza media, ciclo que requiere transformaciones profundas.

			VII — Ciudadanía y Derechos Democráticos

			El capítulo (12) de Germán Bidegain, Sofía Cordero, Fernando Mayorga y Víctor Tricot sobre «Políticas indígenas en América Latina» analiza los casos de Argentina, Bolivia, Chile y Ecuador y sostiene que las experiencias de los gobiernos de izquierda en dichos países — que son diversas — se alinean básicamente en dos grandes modelos: el plurinacionalismo y el multiculturalismo neoliberal.

			El giro a la izquierda en América Latina abrió una ventana de oportunidad política, que generó expectativas respecto a la eventual satisfacción de las reivindicaciones indígenas. En primer lugar, porque en los años de l970 y 1980 las fuerzas de izquierda solían adoptar dichas demandas, en ancas de una larga tradición de vínculos con el campesinado indígena. En segundo lugar, porque en la década de los 1990 y comienzos de los 2000, los movimientos indígenas fueron actores de relevancia en la resistencia a las reformas neoliberales. Así se fueron tejieron alianzas de las organizaciones indígenas con los partidos de izquierda que a la postre resultaron electos.

			El estudio de los casos de Argentina, Chile, Bolivia y Ecuador desarrollado en este capítulo demuestra que en cada uno de estos países tales expectativas tuvieron diferentes respuestas, registrándose una importante diversidad de experiencias. En Bolivia — el país de punta en esta materia — el giro a la izquierda vino de la mano con el acceso histórico de los indígenas a los espacios de representación política y promovió cambios legislativos y constitucionales relevantes en favor de los derechos de esos pueblos. En Ecuador, durante el período progresista se produjo la crisis y el repliegue electoral del movimiento indígena, pero hubo avances constitucionales con el reconocimiento del Estado plurinacional. En Argentina y Chile la elección de presidentes de izquierda no se tradujo en innovaciones significativas con respecto a la dinámica política previa, caracterizada por la exclusión de los pueblos indígenas de las esferas de poder y por avances menores en el reconocimiento de sus derechos.

			Sin perjuicio de la diversidad que se registra caso a caso y entre las parejas de casos, las experiencias referidas se inscriben en dos modelos distintos. En Argentina y Chile hubo composiciones de «multiculturalismo neoliberal», es decir: una pauta de reconocimiento de aquellos derechos indígenas — especialmente los de carácter cultural — que no amenazan los patrones neoliberales de desarrollo socio-económico (como sí podría ocurrir, por ejemplo, con el reconocimiento de derechos colectivos sobre los recursos naturales). Ecuador y sobre todo Bolivia avanzaron en el establecimiento de un Estado plurinacional, mediante la proclamación constitucional de la existencia de naciones indígenas y pueblos originarios, que fue acompañada por un mayor reconocimiento de derechos específicos, no limitados a la esfera cultural. Entre estos dos casos se registran diferencias considerables y en ambos persisten las dificultades para el cumplimiento efectivo de los derechos de los indígenas.

			El capítulo (13) de Verónica Pérez Bentancur y Cecilia Rocha Carpiuc sobre «Derechos de las mujeres y diversidad sexual en los gobiernos del giro izquierda» identifica los factores — de naturaleza política, más que de orden cultural — que facilitan u obstaculizan las reformas de la agenda democrática consideradas más «radicales» y que son de hecho menos frecuentes: la legalización del aborto y el matrimonio igualitario. Centrándose en los casos de Argentina y Uruguay, los cuales pueden servir de referencia para un análisis más amplio de política comparada, este estudio constituye un aporte a los debates en curso acerca de la efectividad de los gobiernos de izquierda de América Latina respecto al tratamiento de las desigualdades que van más allá de las relaciones de clase.

			El capítulo sostiene que la instalación de gobiernos de izquierda en esos países, que permitió implementar políticas destinadas a mejorar la situación de los trabajadores y de los sectores populares, se presentó también como una coyuntura propicia para la aprobación de las referidas reformas, en defensa de la equidad de género y de la diversidad sexual. Sin embargo, esta circunstancia no fue una causal suficiente para la prosperidad de dichas políticas y requirió de la conjunción con un factor decisivo. En efecto, más que una iniciativa propia de los gobiernos de turno y aun contando con posturas favorables en el seno de los partidos oficialistas, tales reformas respondieron en buena medida a una lógica bottom-up y fueron reivindicaciones promovidas «desde abajo» por la militancia insistente de los actores sociales especializados, es decir: de los grupos feministas y de los militantes de la diversidad sexual. Por lo demás, estos actores pudieron tener éxito cuando trabaron alianzas con los sindicatos y con otros movimientos sociales no especializados y en la medida en que sus demandas tuvieron eco a nivel de la opinión pública y penetraron en los circuitos del lobby legislativo. Al comparar ambos países, se observa que las reivindicaciones de los actores pro-reforma se vieron facilitadas allí donde la izquierda estaba unificada en un solo partido — como el Frente Amplio en Uruguay — y encontraron más dificultades cuando los sectores progresistas estaban dispersos en el arco del sistema de partidos, como en el caso de Argentina. Estas reformas son contenciosas y siempre tuvieron oposición de grupos sociales organizados, en particular las iglesias y los grupos pro-vida. Sin embargo, en los casos analizados la capacidad de incidencia de estos grupos se vio disminuida, porque tuvieron vínculos débiles con los partidos y los gobiernos de turno.

			Ni en Argentina ni en Uruguay los presidentes de izquierda fueron promotores de estas reformas. En algunos casos actuaron en contra de las iniciativas en curso, ya que vetaron los proyectos de ley o amenazaron con vetarlos. En el mejor de los casos fueron consentidores, es decir «dejaron hacer» o brindaron su apoyo al final del proceso, luego de percibir la conveniencia y el empuje político de las reformas. En Argentina, la postura de la presidenta Cristina Fernández de Kirchner fue clave para aunar apoyos a fin de sancionar la ley de matrimonio igualitario en el Congreso. Por el contrario, su falta de voluntad política fue un obstáculo para que avanzara el trámite de la legalización del aborto. En Uruguay — en el marco de una estructura partidaria menos vertical que la que ha tenido el conglomerado kirchnerista en Argentina — durante el primer gobierno de la izquierda (2005-2010), los parlamentarios del Frente Amplio aprobaron un proyecto de legalización del aborto, a sabiendas de la oposición del presidente Tabaré Vázquez, quien hizo uso de su poder de veto y truncó la iniciativa. Esta fue finalmente sancionada en el segundo gobierno de la izquierda (2010-2015), merced a la insistencia de los legisladores frenteamplistas, sumando el voto de un parlamentario de otro partido y logrando el consentimiento del presidente José Mujica. La comparación de las experiencias de ambos países muestra que la legalización del aborto ha sido la iniciativa más difícil de aprobar, al punto que requirió varios intentos en Uruguay y fracasó durante la era kirchnerista en Argentina.

			VII — Integración Regional

			El capítulo (14) de Juan Labraga y Marcel Vaillant «MERCOSUR una promesa incumplida», trata de la integración regional en la era progresista (2003-2020). El trabajo sostiene que en ese período y pese a mediar una cierta convergencia ideológica entre los presidentes, los gobiernos de izquierda de los países del Mercosur no avanzaron en el impulso de la integración económica y comercial. Hubo iniciativas en ese sentido, que muestran alguna continuidad con la experiencia que el MERCOSUR ha tenido desde su origen en 1991, bajo gobiernos de distinto signo. Pero pocas de esas iniciativas llegaron a concretarse y a tener una implementación efectiva. De hecho, el funcionamiento básico del bloque comercial es casi idéntico al que tenía con anterioridad, a principios de la década del 2000. Por lo demás, en el ciclo «progresista», por acción o por omisión, el MERCOSUR pareció alejarse del concepto de regionalismo abierto: no obró como plataforma de lanzamiento para insertarse y competir a nivel internacional, sino que más bien se consolidó como un bloque con aranceles comparativamente elevados y sin acceso preferencial a los principales mercados mundiales.

			Para abonar estos argumentos y tomando como referencia el ejemplo europeo, el trabajo revisa las distintas dimensiones del proceso de integración: zona de libre comercio, política comercial común, para llegar por etapas a una unión aduanera, movilidad de los factores económicos, tratamiento de las asimetrías e instituciones supra-nacionales consistentes.

			En ese recorrido Labraga y Vaillant analizan algunas de las novedades que se registran en la era progresista. Entre ellas se cuenta la sanción del Código Aduanero del MERCOSUR (2010), que podría ser considerado un resultado significativo para la construcción de una política comercial común, pero no lo fue y en los hechos profundizó la confusión sobre las reglas vigentes que rigen el funcionamiento comercial del bloque. Se celebraron asimismo varios tratados de comercio preferenciales — que se suman a los que ya existían con Chile, Bolivia y México — los cuales se negociaron en conjunto, pero son en realidad acuerdos bilaterales, con escaso o nulo impacto en el acceso al mercado internacional. Esta lista incluye los acuerdos de distinto tipo firmados entre 2004 y 2010 con Colombia, Cuba, Ecuador, Egipto, India, Israel, Perú, Venezuela y la Unión Aduanera de África Austral (SACU). La finalización de las negociaciones para suscribir un Acuerdo de Asociación Estratégica entre el MERCOSUR y la Unión Europea, luego de 20 años de tratativas, puede constituirse en un hito en el proceso de integración, cuyos desarrollos ulteriores habrá que sopesar.

			En 2004 se crea el Fondo para la Convergencia Estructural del MERCOSUR (FOCEM), que representa un paso en el tratamiento de las asimetrías entre los países del bloque. El FOCEM está destinado a financiar programas para promover la convergencia estructural, la competitividad y la cohesión social, en particular en las economías más pequeñas y en las regiones menos desarrolladas. El presupuesto del FOCEM se integra con aportes proporcionales a la dimensión económica de cada país, que se distribuyen asimismo en base a escalas proporcionales. A criterio de Labraga y Vaillant, las partidas que se han ido estableciendo no parecen suficientes para producir cambios sensibles en las asimetrías regionales. No obstante, el FOCEM ha financiado una canasta relevante de proyectos de infraestructura física y de interconexión eléctrica, constituyéndose en un instrumento que fue aprovechado por las economías de menor tamaño.

			En lo que refiere a la institucionalidad supranacional del MERCOSUR, que es una dimensión primordial de los procesos de integración, no ha habido en el período progresista novedades de significación. En la práctica no hubo cambios en la forma de gobierno del MERCOSUR, la cual mantiene su carácter marcadamente intergubernamental, en base a la intervención de las autoridades del Poder Ejecutivo, de los presidentes y de los Ministerios de Relaciones Exteriores. La suspensión de Paraguay en 2012, destinada a franquear el ingreso de Venezuela — un episodio en el que lo político prevaleció sobre lo jurídico (según la consigna del presidente Mujica, cuando se plegó a los dictados de Brasil y Argentina) — abrió un período de irregularidad institucional y es un ejemplo extremo de estas pautas de funcionamiento del bloque.

			En 2005 — sobre la base de la Comisión Parlamentaria Conjunta, que existía desde 1994 — se creó el Parlamento del MERCOSUR, integrado en forma paritaria por dieciocho diputados de cada estado, designados por los respectivos parlamentos. Estaba previsto que a partir del 2011 los integrantes del Parlasur fueran electos por voto universal y directo de los ciudadanos de todos los países. Pero esta previsión no se cumplió. Formalmente, el Parlasur — con sede en Montevideo — es un órgano deliberativo y de control, que en determinados casos puede tener iniciativa legislativa y participación en los procesos decisorios. Sin embargo, el Parlasur no ha tenido impacto en el desarrollo institucional del bloque, más allá del simple ritual de sus reuniones periódicas, carentes de importancia como espacio de decisión política. Paralelamente, hay una proliferación de ámbitos que desarrollan sus propias agendas y algunos de los órganos del MERCOSUR — como la Secretaría Administrativa y el Comité de Representantes Permanentes — se vieron debilitados en su fortaleza técnica y en sus capacidades institucionales.

			Es grave lo que ocurre con el sistema de solución de controversias, que constituye una pieza esencial de todo proceso de integración, para dirimir conflictos y consolidar la aplicación de las reglas regionales. El sistema de solución de controversias del MERCOSUR — que se compone de Tribunales Arbitrales Ad Hoc para cada caso y del Tribunal Permanente de Revisión — empezó con este designio, pero los gobiernos nacionales ventilan sus conflictos lateralmente a través de la negociación política o bien generan una «captura» de los tribunales establecidos que compromete su efectividad.

			Concluyendo su evaluación negativa, Labraga y Vaillant confirman que el MERCOSUR no avanzó en la era progresista e incluso argumentan en el sentido del deterioro en la consistencia y la credibilidad del acuerdo. La proximidad política e ideológica de los presidentes no vino a promover la integración económica y comercial, cuyo curso continuó afectado por la heterogeneidad que prevalece entre los socios, en una estructura regional muy despareja, en la que Brasil tiene poderes determinantes, contando con la coincidencia y en todo caso con la falta de contrapeso de parte de Argentina. La base del mal funcionamiento del bloque radica en el arraigo de las políticas comerciales proteccionistas de Brasil y Argentina, los cuales se ubican entre las economías emergentes más cerradas del planeta. El nacionalismo económico que caracteriza a estos dos países no se modificó con los gobiernos progresistas, sino que se profundizó y los aisló de las ondas de la globalización, que fueron aprovechadas por otras economías emergentes para impulsar su transformación.
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					3-  Bringing Unions Back In: Esta consigna teórica parafrasea el título del conocido trabajo de Theda Skocpol, “Bringing the State Back In”, que encabeza el libro de este mismo nombre, editado por Peter B. Evans, Dietrich Rueschemeyer y Theda Skospol (Cambridge University Press 1985).

				

				
					4-  Conviene tener presentes esos atributos comunes a la hora de apreciar el grado de innovación que se registra en la era progresista vis à vis la fase neo liberal; a) doble movimiento de centralización y descentralización; b) dos momentos del ciclo de reformas: primero de privatización y descentralización,  segundo de construcción  institucional; c) atención a la población más desfavorecida mediante programas de discriminación positiva; d) introducción de principios gerenciales en la gestión del sistema; e) re-planteo de las responsabilidades públicas  y privadas en el mantenimiento de la educación. 
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Sistemas de partidos y oposición política

			Diego LUJÁN

			Daniela VAIRO

			Introducción

			¿Qué cambios se registran en los sistemas de partidos latinoamericanos durante el giro a la izquierda? ¿Qué papel han tenido las oposiciones políticas en estos gobiernos? Este capítulo busca dar respuesta a estas preguntas a partir del estudio de la evolución de los sistemas partidarios y de las oposiciones en Argentina, Bolivia, Brasil, Chile, Ecuador y Uruguay entre 1995 y 2015. El acceso al gobierno de partidos y candidatos de izquierda ha tenido efectos disímiles sobre los sistemas partidarios y las oposiciones en los países estudiados, en general respondiendo al tipo de gobierno, siguiendo la distinción propuesta por Lanzaro (2010) entre gobiernos social-democráticos y populistas. Este capítulo analiza los cambios y las continuidades que se registraron en los países estudiados bajo gobiernos de izquierda de distinto tipo según el formato y la mecánica de los sistemas de partidos, así como la capacidad de incidencia efectiva de las oposiciones.

			La primera sección analiza la evolución de los sistemas de partidos bajo los gobiernos de izquierda. Con ese propósito, se registran los puntos de partida a partir de los cuales tuvieron lugar los cambios analizados, así como la evolución de los principales indicadores de los sistemas de partidos durante el período estudiado. La segunda sección se encarga de analizar las oposiciones durante los gobiernos de izquierda, a partir de su peso legislativo y de su capacidad de influencia sobre el proceso político en los distintos países. Por último, la tercera sección resume los cambios y continuidades identificadas y concluye acerca de la situación que los países analizados presentan al final del período estudiado.

			1 Los sistemas de partidos bajo los gobiernos de izquierda en América Latina

			Es posible distinguir teórica y empíricamente efectos de distinta profundidad sobre los sistemas de partidos durante los gobiernos de izquierda, que pueden categorizarse en dos grupos. Por un lado, en Uruguay, Brasil, Chile y —en menor medida— en Argentina, el ciclo de gobiernos de izquierda en general no implicó una ruptura drástica con los sistemas partidarios precedentes, supuso la continuidad de los principales actores, si bien con cambios importantes en algunas características del sistema. Por otro lado, en Bolivia y Ecuador el «giro a la izquierda» contribuyó a dar forma a nuevos sistemas partidarios, con la irrupción y consolidación de nuevos actores relevantes y cambios profundos en los principales rasgos sistémicos.

			La profundidad de los cambios se distingue por su impacto en la competitividad del sistema, así como en su capacidad para procesar la alternancia hacia un partido de gobierno de signo ideológico opuesto. Mientras en Chile hubo alternancia en el año 2009 y en Argentina en 2015, en Brasil la alternancia fue consecuencia de un proceso de impeachment que en los hechos implicó un fuerte giro programático sin accountability electoral. En Ecuador, la aparente continuidad inicial entre Rafael Correa y su sucesor Lenin Moreno, ha dado lugar a una disputa que pone en duda la expectativa inicial. No es posible ser concluyente al respecto, pero podría ser que el distanciamiento de Lenin Moreno con respecto a su antecesor marque una discontinuidad programática entre ambos líderes, o bien se reduzca a diferencias personales sobre un panorama general de continuidad programática. Esta variación en las distintas modalidades de resolución de la alternancia (o su posibilidad) muestra hasta qué punto el ciclo de gobiernos de izquierda ha tenido efectos diversos sobre la capacidad de los sistemas de garantizar la competitividad y procesar cambios en los elencos de gobierno.

			1.1 Los puntos de partida: reformas de mercado y trayectorias históricas de los sistemas de partidos

			Es posible pensar en un punto de partida común a los seis países analizados, dado por las experiencias neoliberales que atravesaron durante las décadas de 1980 y 1990. Si bien la profundidad y el alcance de los gobiernos de signo neoliberal varió entre los países estudiados, en líneas generales todos experimentaron gobiernos que procesaron políticas públicas enmarcadas bajo el consenso de Washington con distinta intensidad (Weyland 2004; Stokes 2001; Murillo 2000).

			Dentro de este contexto general, los puntos de partida presentan también elementos específicos a los seis casos, en particular con respecto a las condiciones bajo las cuales tuvo lugar la competencia electoral, lo que determinó que las distintas experiencias neoliberales no tuvieran efectos homogéneos entre los sistemas partidarios de los distintos países (Kitschelt et al. 2010; Roberts 2014). Según Roberts (2014), el principal efecto del período de ajuste neoliberal fue el desalineamiento programático de algunos sistemas de partidos, en particular en aquellos países donde la oposición a los procesos de liberalización económica no pudo ser llevada a cabo bajo la forma de partidos políticos, como ocurrió en Argentina y Ecuador. En otros casos, como Brasil, Chile y Uruguay, en que la oposición al ajuste neoliberal tuvo la participación de partidos de izquierda, el impacto sobre el sistema político fue más moderado y no hubo desalineamiento sino estructuración programática.

			El subsiguiente giro a la izquierda generó el efecto inverso al contribuir a la estructuración programática de los sistemas de partidos basada en una creciente diferenciación ideológica, tal como se mostrará en la siguiente sección. Kitschelt et al. (2010) también reportan los efectos desestabilizantes del ciclo neoliberal, y ponen el énfasis en la incapacidad de los sistemas partidarios para brindar alternativas programáticas ante el «consenso neoliberal» que abarcó a los principales partidos, incluso a aquellos que —como el Partido Justicialista (PJ) argentino— tenían una tradición fuertemente vinculada a los sectores populares y a los sindicatos.

			Luego de las restauraciones democráticas, jaqueados por la crisis de la deuda y la hiperinflación, los gobiernos electos buscaron estabilizar la economía mediante una serie de medidas comunes: desregulación de mercados, privatización de empresas y servicios públicos y apertura comercial. Dados los costos sociales de las reformas, en general los partidos a cargo de estas transformaciones resultaron sancionados electoralmente, lo cual desestabilizó los sistemas partidarios y abrió la puerta a nuevos partidos desafiantes. En algunos casos, esto implicó el derrumbe de los sistemas de partidos —como en Bolivia, donde el Movimiento Nacionalista Revolucionario (MNR), Movimiento de Izquierda Revolucionario (MIR) y Acción Democrática Nacionalista (ADN) prácticamente desaparecieron de la escena política nacional, o en Ecuador donde, a diferencia de lo ocurrido en Bolivia, no había llegado a configurarse un sistema partidario estable—, y en otros a una reconfiguración más o menos profunda, como en Chile y Uruguay, y en alguna medida también Argentina.

			El ciclo de gobiernos neoliberales resultó entonces en un punto de partida variable entre los países analizados. En Bolivia, el Movimiento al Socialismo (MAS) accedió al gobierno en el año 2005 en el marco del derrumbe del sistema de partidos previo. En realidad, el acceso del MAS al gobierno no fue estrictamente el resultado del derrumbe del sistema partidario boliviano, sino también una de sus causas. La estrategia de competencia de Evo Morales y su partido consistió precisamente en señalar las falencias del sistema centrípeto propio de la «democracia pactada», basado en coaliciones de gobierno entre el MNR, el MIR y ADN. En Ecuador, el ascenso de Rafael Correa en el año 2006 se produjo también en el contexto de la debilidad de partidos, y de su incapacidad para generar vínculos más o menos estables con la ciudadanía. A diferencia de lo que ocurrió en Bolivia, en la fase previa al ascenso de Correa el sistema de partidos ecuatoriano había mostrado ser crónicamente débil e inestable. Mientras, en los otros cuatro casos analizados, distintos partidos de izquierda accedieron al gobierno en el marco de sistemas que contaban con partidos tradicionales todavía capaces de coordinar acciones de oposición efectiva y que conservaban al menos en parte su capacidad electoral. En Brasil, el Partido de los Trabajadores (PT) accedió al gobierno en el año 2002 luego de varios intentos, y en Argentina Néstor Kirchner encabezó el gobierno al mando de una fracción «de izquierda» del tradicional PJ, que no era precisamente una novedad electoral. Mientras, en Chile y Uruguay, los sistemas de partidos no se modificaron sustancialmente, pues tanto los partidos que conformaron la Concertación como el Frente Amplio (FA) disponían de un largo registro electoral, incluso previo a las dictaduras que se iniciaron en la década de 1970 en ambos países, y en particular en el caso uruguayo, de un crecimiento sistemático desde la restauración democrática ocurrida en 1985.

			En suma, el contexto en el que los gobiernos de izquierda iniciaron en los países analizados tuvo el denominador común de los procesos de liberalización económica. A su vez, los puntos de partida se diferenciaron en términos de las trayectorias previas de cada uno de los sistemas de partidos, y del impacto que sobre estos tuvieron los procesos de liberalización económica. A continuación, se repasa el impacto que los gobiernos de izquierda tuvieron sobre los sistemas partidarios de los países analizados.

			1.2 Los cambios registrados durante el ciclo de gobiernos de izquierda

			Del mismo modo que el ciclo neoliberal que lo antecedió, el giro a la izquierda tuvo un efecto disímil sobre los sistemas de partidos latinoamericanos. En términos generales es posible distinguir dos grupos de países en función de los cambios que experimentaron sus sistemas partidarios durante el ciclo de gobiernos de izquierda. Un primer grupo registró transformaciones graduales que en general se procesaron dentro de un marco de continuidad en los principales atributos sistémicos. Dentro de este primer grupo se incluyen los casos de Brasil, Chile y Uruguay, y, en una medida algo menor, Argentina. En estos cuatro países se sucedieron gobiernos de izquierda a cargo de partidos políticos que accedieron al poder luego de un período relativamente extenso de participación y crecimiento electoral, como los casos del FA, el PT y la Concertación. (48)

			El caso del Frente Para la Victoria (FPV), que llevó al poder a Néstor Kirchner en el año 2003 es particular, pues si bien se trató de una fracción «progresista» dentro del PJ, no puede decirse que haya tenido un historial previo como el resto de los partidos señalados. Sin embargo, el PJ era el principal partido en el sistema argentino, y por tanto no puede decirse tampoco que el FPV fuese un partido nuevo, o que Kirchner fuese un outsider. De hecho, en la elección del año 2003 el PJ presentó tres candidatos presidenciales que representaron un abanico ideológico amplio, reflejando el carácter históricamente ambiguo del PJ desde el punto de vista programático. (49) En Chile, la reconfiguración del sistema de partidos a partir de la transición supuso una dinámica bipolar, en virtud de las estrategias coalicionales incentivadas por el sistema binominal. De este modo, el formato multipartidario que había caracterizado al sistema chileno fue acompañado por una dinámica bipolar en que el papel del centro político ofició como un elemento decisivo para mantener la estabilidad y la competitividad del sistema (Scully 1992).

			En todos estos casos, los que en su momento fueron partidos de izquierda desafiantes lograron insertarse exitosamente en países con sistemas institucionalizados como Chile y Uruguay, o bien con niveles intermedios de institucionalización pero que de todos modos presentaban una competencia electoral relativamente estable y acotada a algunos actores principales, como Argentina y Brasil. En estos países, el ascenso de partidos de izquierda al gobierno no alteró drásticamente las pautas de interacción que formateaban los sistemas de partidos. Por otra parte, los nuevos gobiernos estuvieron liderados por presidentes provenientes de partidos con trayectoria e historia electoral como Lula, Tabaré Vázquez, Ricardo Lagos y Michelle Bachelet. Este primer grupo de países cuyos cambios se insertan dentro de una trayectoria de cierta estabilidad muestra que tanto los gobiernos social-democráticos como aquellos que derivan del carácter nacional-popular —Argentina y, en menor medida, Brasil (Lanzaro 2010)— lograron sortear los avatares propios de la alternancia hacia gobiernos de signo político opuesto.

			Por otro lado, un segundo grupo de países conformado por Bolivia y Ecuador registró cambios sistémicos de mayor profundidad durante los gobiernos de izquierda, que implicaron la desaparición de actores relevantes del sistema, o bien su transformación completa. En el caso de Ecuador, al igual que la elección argentina del año 2003, la elección que llevó al poder a Rafael Correa en 2006 presentó una alta fragmentación. En esa ocasión Correa logró el segundo lugar en la primera vuelta, alcanzando el 22,84 % de los votos, detrás de Álvaro Noboa quien recogió el 26,83 %. El partido de Correa, Alianza PAIS, fue un vehículo electoral creado unos meses antes de las presidenciales, y el propio candidato no disponía de antecedentes políticos relevantes ni había ocupado cargos públicos con anterioridad al año 2005, cuando estuvo unos pocos meses a cargo del Ministerio de Economía y Finanzas. En un sistema de partidos que había registrado niveles sistemáticamente altos de volatilidad electoral y fluidez en la oferta partidaria, el acceso de Correa al gobierno implicó una relativa estabilización en los patrones de interacción partidarios. En el caso de Bolivia, Evo Morales accedió al poder por primera vez como consecuencia de las elecciones del año 2005, en las que ganó sin necesidad de disputar una segunda vuelta, al haber obtenido casi el 54 % de los votos. A diferencia de su homólogo ecuatoriano, Morales disponía de una trayectoria política sólida, primero como líder sindical de los cocaleros y con gran ascendiente sobre los movimientos sociales campesinos e indígenas de Bolivia, y luego como diputado del Movimiento al Socialismo – Instrumento Político por la Soberanía de los Pueblos. Su partido, que tuvo su origen en la década de 1990 como una herramienta para la competencia electoral de los movimientos de indígenas y campesinos, disponía de un registro electoral breve pero significativo. Su victoria electoral fue causa y consecuencia del derrumbe de los partidos que tradicionalmente habían estructurado la política boliviana desde la década de 1980, como el MNR, ADN y MIR, y contribuyó a reducir los niveles de fragmentación y volatilidad del sistema de partidos, al tiempo que se incrementó la polarización ideológica.

			Pese a estas diferencias, puestos en perspectiva, tanto Ecuador como Bolivia registraron cambios de gran profundidad en el formato y en la mecánica del sistema, con actores principales que cambian y otros que permanecen, pero menguados en su capacidad electoral, dando lugar a partidos predominantes que pueden incluso cuestionar la competitividad del sistema. A diferencia de los países del primer grupo, tanto Bolivia como Ecuador atravesaron por gobiernos de corte populista o neopopulista en la perspectiva de Lanzaro (2010), por lo cual es posible pensar que tanto los gobiernos social-democráticos como los de tipo populista tuvieron consecuencias diferenciales sobre los sistemas de partidos.

			1.3 Evolución de los principales indicadores de los sistemas de partidos 

			Para sistematizar el carácter de los cambios acontecidos durante los gobiernos de izquierda, se presenta a continuación un análisis de los cambios en las principales dimensiones de análisis de los sistemas de partidos en los seis países considerados.

			La primera y más importante dimensión de análisis es la fragmentación de los sistemas. La fragmentación es relevante pues incide directamente en la cantidad de interacciones que caben esperarse entre las unidades que conforman el sistema, y porque tiene consecuencias importantes sobre el armado y la capacidad de los gobiernos. En términos generales, y en promedio, se podría decir que los sistemas de partidos han experimentado una leve disminución en la fragmentación durante el ciclo de gobiernos de izquierda. A modo de ejemplo, durante la década 1992-2002 la fragmentación promedio entre los seis casos analizados fue de 3,84 partidos efectivos (en elecciones presidenciales). Para el período 2003-2015 el promedio cayó a 3,13 partidos efectivos, lo cual implica una reducción de un 18,5 %. Pese a esto, la reducción no fue homogénea entre los países analizados (ver Gráfico 1), Ecuador y Bolivia fueron los casos más notables de reducción en la fragmentación. Sobre el final del período analizado los seis países presentaban una fragmentación en el entorno de los 3 partidos presidenciales efectivos.

			Gráfico 1. Fragmentación efectiva en elecciones presidenciales (1995-2015)

			[image: Gráfico]

			Fuente: Elaboración propia

			Si consideramos la fragmentación legislativa, el panorama es algo diferente al del nivel presidencial (ver Gráfico 2), pero se mantienen las tendencias observadas, con una reducción mayor en la fragmentación en Bolivia y Ecuador, y un crecimiento importante en Brasil, llegando casi a catorce partidos efectivos en el Congreso, y un aumento más moderado en Chile. En el caso de Brasil, el formato multipartidista que se verifica a nivel legislativo, se complementa con una menor fragmentación a nivel presidencial, lo cual puede ser explicado por el efecto reductor de la competencia por la presidencia (que genera aproximadamente tres candidatos efectivos), así como por la existencia de liderazgos de alcance nacional como los de Cardoso (Partido de la Social Democracia Brasilera, PSDB) y del propio Lula (PT). En Argentina, mientras tanto, la reducción en la fragmentación es menor a nivel legislativo que a nivel presidencial. Por último, en Uruguay se verifica una notable estabilidad en niveles bajos de fragmentación legislativa.

			Gráfico 2. Fragmentación efectiva en el legislativo (1995-2015)
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			Fuente: Elaboración propia

			La segunda dimensión de análisis es la distancia ideológica entre los partidos que conforman el sistema (Sartori 1976), pues una misma fragmentación puede generar interacciones muy diferentes según el grado de polarización ideológica, incidiendo sobre la capacidad de los partidos de conformar coaliciones de gobierno estables y con capacidad de modificar el statu quo. Existe un importante debate acerca de los beneficios y riesgos de la polarización ideológica del sistema. Por un lado, una excesiva distancia ideológica entre los principales partidos puede llevar a la imposibilidad de lograr soluciones de compromiso que contemplen las preferencias de los distintos actores, e incluso a un quiebre democrático, como sostenía Linz (1978). Por otra parte, los partidos deben ofrecer posiciones programáticas suficientemente distintas (y, por tanto, ideológicamente diferenciadas) como para ofrecer alternativas válidas a la ciudadanía. Mientras que, como sostenía Linz (1978), algunos consideran que la polarización puede ser dañina (Levitsky y Ziblatt 2018), otros autores creen que es absolutamente necesaria para garantizar que los ciudadanos puedan votar sobre bases programáticas y mantener a los gobiernos responsables ante la ciudadanía (Dalton 2008). En ese sentido, los niveles de polarización ideológica deben mostrar partidos cuya distancia les permita espacios de intersección, pero que a la vez los muestre como alternativas, que permitan un recambio de elenco de gobierno y de la dirección de las políticas públicas cuando la ciudadanía decide un cambio en el partido gobernante. Algunos estudios señalan que la polarización ha crecido durante las últimas décadas en América Latina, pese a lo cual la estabilidad democrática no ha estado en entredicho en la región (Moraes 2015; Singer 2016).

			Si observamos el índice de polarización ideológica utilizado por Singer (2016), se observa que la tendencia ha sido hacia una mayor distancia ideológica entre los partidos que componen los sistemas. Para el período 1995-2004 el promedio de polarización ideológica entre los países analizados es de 1,12, mientras que para el período 2005-2015 ese promedio asciende a 1,64 puntos en la misma escala, lo cual implica un aumento del 47 %. Nuevamente, el aumento no es homogéneo entre los países analizados. Algunos países, como Bolivia o Ecuador han registrado un aumento de la polarización ideológica que ha transformado el sistema desde la llegada de la izquierda al gobierno (ver Gráfico 3), mientras que el resto registró aumentos más moderados durante el período. Lamentablemente en el Observatorio de Élites Parlamentarias en América Latina (PELA) no están disponibles encuestas a legisladores en Brasil previas al año 2002, razón por la cual es difícil estimar el efecto del acceso del PT al gobierno sobre los niveles de polarización ideológica. Sin embargo, algunos estudios afirman que el sistema ha aumentado su perfil programático y la diferenciación ideológica (Hagopian, Gervasoni y Moraes 2009; Power y Zucco 2009).

			Gráfico 3. Polarización ideológica en el legislativo (1995-2015)
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			Fuente: Elaboración propia

			En tercer lugar, los ciclos de izquierda han tenido un efecto de estabilización sobre la competencia partidaria. Si se observa el nivel de volatilidad electoral en elecciones presidenciales mediante el índice de Pedersen (1983), (50) se observa que sobre el final de la etapa neoliberal los sistemas de partidos experimentaron picos de volatilidad electoral (ver Gráfico 4), asociados al castigo ciudadano a los gobiernos identificados con las reformas de mercado (Roberts y Wibbels 1999). Mientras, el ciclo de gobiernos de izquierda tuvo como uno de sus efectos la reducción en la volatilidad y la consiguiente estabilización de las preferencias electorales. Por ejemplo, en Argentina la eclosión de la convertibilidad en el año 2001 llevó a un máximo de volatilidad en las elecciones presidenciales del año 2003, a partir de las cuales el sistema se volvió más estable con los gobiernos encabezados por Néstor Kirchner y Cristina Fernández (2003-2015), que merced a un importante crecimiento económico lograron captar el apoyo electoral mayoritario. Sobre el fin del ciclo se registró un leve aumento en la volatilidad electoral que refleja el agotamiento del ciclo nacional-popular y el ascenso de Mauricio Macri al gobierno. En Bolivia y Ecuador la tendencia fue similar: los gobiernos de corte izquierdista contribuyeron a reducir la volatilidad electoral y a estabilizar el sistema de partidos, en particular en Bolivia, en donde el desempeño del MAS logró captar sistemáticamente una holgada mayoría electoral que ofició como ancla de estabilización del sistema. En Brasil y Chile los niveles de volatilidad electoral se mantuvieron en valores moderados durante el período considerado y registraron un leve aumento sobre el final del período considerado. En Uruguay, en cambio, el nivel de volatilidad electoral fue bajo durante todo el período, con la parcial excepción del año 2004, que da inicio al ciclo de gobiernos encabezados por el FA.

			Gráfico 4. Volatilidad electoral en elecciones presidenciales (1995-2015)
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			Fuente: Elaboración propia

			Finalmente, una característica relevante de los sistemas de partidos es su nivel de nacionalización (Jones y Mainwaring 2003), que informa acerca de la medida en que los partidos tienen sus apoyos electorales extendidos por todos los distritos del país o, por el contrario, lo tienen concentrado en unos pocos distritos subnacionales. Sobre este punto no parecen existir efectos apreciables producto del ciclo de gobiernos de izquierda (ver Gráfico 5) si bien, como es esperable por tratarse de sistemas federales, Argentina y Brasil presentan los valores más bajos de nacionalización del sistema de partidos. (51) En el caso argentino, la tendencia a la desnacionalización y territorialización de la política electoral (Calvo y Escolar 2005) muestra el creciente peso político de los distritos más importantes del país, y en particular de los gobernadores provinciales. En contrapartida, Bolivia, Chile y Uruguay presentan los valores más altos de nacionalización, lo cual es consistente con la estructura centralizada y el carácter unitario del estado, y muestra a su vez que los partidos en estos países distribuyen sus apoyos electorales de manera uniforme entre los distritos. El caso boliviano es particularmente interesante, pues pese a la importancia que tiene la política subnacional y local, y la presencia de departamentos autonomistas que jaquearon las administraciones de Evo Morales, los mismos no han podido impedir el proceso de «nacionalización» del MAS, que en particular a partir de

			Gráfico 5. Nacionalización de los sistemas de partidos (1995-2015)

			
			
			2 La oposición bajo los gobiernos de izquierda en América Latina

			
			
			2.1 Caracterización de los casos

			
			
			Tabla 1. Contingente legislativo promedio de la oposición en gobiernos de derecha e izquierda (1995-2015, en %)
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			2.2 Capacidad de influencia de la oposición

			
			
			
			
			
			Gráfico 6. Número Efectivo de Partidos de oposición en Cámara Baja (1995-2015)

			
			
			
			
			
			Gráfico 7. Índice de Oposición Efectiva en Cámara Baja (1995-2015)

			
			
			3. Comentarios finales

			
			
			
			Referencias bibliográficas

			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
			
				
					
				

				
					
				

				
					
				

				
					
				

				
					
				

				
					
				

				
					
				

				
					
				

				
					
				

				
					
				

				
					
				

				
					
				

				
					
				

				
					
				

				
					
				

				
					
				

				
					
				

				
					
				

				
					
				

				
					
				

				
					
				

				
					
				

				
					
				

				
					
				

				
					
				

				
					
				

				
					
				

				
					
				

				
					
				

				
					
					
				

				
					
				

				
					
				

				
					
				

				
					
				

				
					
				

				
					
				

				
					
				

				
					
				

				
					
				

				
					
				

				
					
				

				
					
				

				
					
				

				
					
				

				
					
				

				
					
				

				
					
				

				
					
				

				
					
				

				
					
				

				
					
				

				
					
				

				
					
				

				
					
				

				
					
				

				
					
				

				
					
				

				
					
				

				
					
				

			

		

OEBPS/Images/Imagen1598.PNG
%

30

Prom (incl Bolivia)=24,8%

(excl Bolivia)=1

Prom=11,5%

&






OEBPS/Images/Imagen1792.PNG
Politica Salarial

Reforma Legal y

Sindicalizacion L
su Aplicacién

egociacion

Dialogo Social R
8 Colectiva

Argentina
OUruguay
W Brasil

B Chile





OEBPS/Images/Imagen650.PNG
NEP

NEP

NEP

1234587 1234587

234587

1

Argentina

T T T T T - T T T T
s a0 oms 2010 2015 s om0 205 2010
Brasil Chile
M SR S
s 20 205 2010 s 20 205 2010
Ecuador Uruguay
1e9s 2000 2005 2010 ie9s 2000 2005 2010





OEBPS/Images/Imagen1605.PNG
60

50

40

30

Prom=28,2%

Prom= 26,5%

“Matricula
@ Graduacion

Prom=16,2%
T E—

I Prom=14,2%






OEBPS/Images/Imagen681.PNG
2] 2] w e
i T T T T T i T T T T T
90 tess 200 20 2010 201 90 tess 200 20 2010 201
Brasil Chile
<] e P i am 20 <] \w/_’\\’“’
90 ess 200 205 2010 201 90 ess 200 205 2010 201
Ecuador Uruguay

] e s o am <]

4990 1995 2000 2005 2010 2015 4990 1995 2000 2005 2010 2015





OEBPS/Images/Imagen1785.PNG
Politica Salarial

Reforma Legal y

Sindicalizacion L
su Aplicacién

egociacion

Dialogo Social
8 Colectiva

W Argentina
© Uruguay
W Brasil
Chile





OEBPS/Images/Imagen1271.JPG
Activacion Politica de las Asociaciones Territoriales (TAS) y
Trayectorias durante el Neoliberalismo (1990-2000/5)

Alto Bajo/No

| |

Chile Uruguay

Venezuela Argentina Bolivia Brasil Ecuador
Trayectoria Independiente  Trayectoria Alianza Pre Giro a la lzquierda
Partidaria Coalicién Gobierno-TA

Consolidacién de coaliciones entre Gobiernoy
TAS de Interés durante el Giro a la Izquierda





OEBPS/Images/Imagen657.PNG
Argentina

NEP
5 10 14

2

1

0

&
]
]
3

2

NEP
5 10 14

2

NEP
5 10 14

2

1085 2000 2005 2010 2015 105 2000 2005 2010
Brasil Chile
- L) 24 o
e85 2000 2005 2010 e85 2000 2005 2010
Ecuador Uruguay
) k- |
P S (N S N

4995 2000 2005 2010 4995 2000 2005 2010





OEBPS/Images/Imagen942.JPG
10E

10E

10E

15 30

00

00 15 30

00 15 30

Argentina Bolivia
o =
e85 2000 2005 2010 2018 e85 2000 2005 2010 2018
Brasi Chile
g 2
T T T T T e T T T T
e 2000 2005 2010 2018 e 2000 2005 2010 2018
Ecuador Uruguay
y
\\J e -3/
1895 2000 2005 2010 2015 4995 2000 2005 2010 2015





OEBPS/Images/Imagen933.JPG
NEPo.

NEPo.

NEPo.

Bolivia

|

NEPo

1895

00 2005 200

Brasil

2015

1895

200 2005 2000 2015

Chile

o |
%

NEPo

l

T
1895

T T T
00 2005 200

Ecuador

T
2015

T
1895

T T T T
200 2005 2000 2015

Uruguay

|

NEPo

1905

2000 2005 2010

2015

1905

2000 2005 2010 2015





OEBPS/Images/Imagen1280.PNG
2004-2006  2010-2013

Macro o
Horizontal s
Regional %
Sectorial s
Grandes proyectos

100
ot 3
Formacién 2
Capacidades 1+D empresas 3
Incentivos fscales y arancelarios w0
Financiamiento 16
Compra piblica 5

100

%PiB 087

2
2
)

5
2
100





OEBPS/Images/Imagen674.JPG
Argentina Bolivia

- =
8 @ 2 - = -
] 8
e om0 s s 0 15 s an s
g g
is g - L =
i - -
-2 . e o -
I o ows mw s 0 s oae ms Ao
Ecuador Uruguay
] - @ s
ie » " 2
g = a0

100 1908 2000 2008 20 8 1900 e 2000 2008 0 2018





OEBPS/Images/Imagen1815.JPG
Izquierda-Derecha

100+

75+

50-

25-

o
PRONA
PDS/PPRIBE] o |
o PL, PTB  psc
Oy Wes
reerrdl) psp
PDT
3 i

Estado-Mercado





OEBPS/Images/Imagen666.PNG
Polarizacion

30

00

30

00

30

00

Argentina

—————————+ St
s a0 s 2t 20 s a0 s 2t 20
Brasil Chile

e 2 .
s a0 s 2t 2 s a0 s 2t 2
Ecuador Uruguay
T i P
- 2
1sss 2000 2005 2010 2015 1sss 2000 2005 2010 2015





OEBPS/Images/Imagen1807.PNG
350%

300%

250%

200%

150%

100%

50%

2000

—&—Argentina
~—Brazil
—e—Chile
—&—Uruguay
Bolivia
~=+—Colombia
~=t=—Ecuador
=>é=Paraguay
~=—Peru

—JVenezuela






OEBPS/Images/Imagen2671.PNG
Brasil (Gobierno General)

27%

2005





OEBPS/Images/Imagen2662.PNG
Bolivia, Estado Plurinacional de (Gobierno Central)

181%
161% 171% 165%

1999 2002 2006 200 2014





OEBPS/Images/Portada_fmt.jpeg
El giro a la izquierda
en Ameérica Latina

POLITICAS PUBLICAS EN ARGENTINA,
BOLIVIA, BRASIL, CHILE, ECUADOR
Y URUGUAY A PRINCIPIOS DEL SIGLO XXI

Coordinacion de Jorge Lanzaro

<=
-

-
DR > =Dl b
- qmem

 m 4m
p e mp e mp

&) Planeta






OEBPS/Images/Imagen2688.PNG
1999

Ecuador (Gobierno Central)

2014





OEBPS/Images/Imagen1824.JPG
100~

#

Pl

ewpaiag-epiainbz|

25-

Estado-Mercado





OEBPS/Images/Imagen2680.PNG
Chile (Gobierno Central)

17%
1.5%

157%





OEBPS/Images/Imagen2650.PNG
186%

1998

Argentina (Sector Piblico no Financiero)

183% 192%

2005





OEBPS/Images/Imagen1799.PNG
350%

300%

250%

200%

150%

100% F

50%

2000

~——o—Argentina
—#—Brazil
—eo—Chile
~Uruguay
—x—Bolivia
~t—Colombia
~+—Ecuador
~¢~Paraguay
Peru

Venezuela






